	Fecha
	26 de enero de 1970
	Sesión número
	4

	Motivo: Amparo

	Recurrente: NORMA CAMPOS ARAYA

	Recurrido: DIRECTOR GENERAL DE LA GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que tiene un contrato de arrendamiento con la Albacea de la sucesión de Francisco Faerron Suarez, que acredita con los recibos correspondientes. Que en juicio de desahucio contra los señores Fernando Fonseca Araya y contra Álvaro Quirós Quesada, la Alcaldía Tercera Civil ordenó el desalojo de tales inquilinos, con quienes ella no tiene ninguna relación. Que no existe orden judicial para que ella desaloje el apartamento que alquila, sin embargo, la Guardia Civil la amenaza con desalojarla a ella y a sus 9 hijos.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que en Juicio de Desahucio contra FFA y AQQ, se ordenó el desalojo de los demandados. Con base en esa orden, sus subalternos se apersonaron a notificar tal circunstancia a los inquilinos y otorgarles un plazo de 24 horas, vencido el cual harían efectiva la orden.  En los locales mencionados se encontró únicamente a la recurrente, a quien se le hizo la notificación referida.  Que su actuación se efectuó ajustada al ordenamiento jurídico vigente.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La actuación del Director de la Guardia Civil se limitó al cumplimiento una orden judicial, lo que aún no se ha hecho, y aunque la hubiese ejecutado ninguna violación ni a la Constitución ni a las leyes habría cometido, sino que, por el contrario, se habría ajustado a lo que una y otras disponen.  Lo que está atacando por la vía de amparo, es una resolución judicial, lo cual está expresamente prohibido por el artículo 3, inciso b) de la Ley respectiva.


N° 4
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas del día veintiséis de enero de mil novecientos setenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Calzada, Fernández, Jacobo, Retana, Vallejo, Soto, Sanabria, Valverde, Trejos, Odio y del suplente Bonilla.
Artículo III
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por la señora Norma Campos Araya contra el señor Director General de la Guardia Civil, y en el que la recurrente alega. “Tengo informes de que la señora Abigail Cruz Santos, actuando como Albacea de la sucesión de Francisco Faerron Suarez, que se tramita en el Juzgado Cuarto Civil de esta ciudad, en su carácter de Albacea estableció juicio de desahucio contra los señores Fernando Fonseca Araya y contra Álvaro Quirós Quesada, por decir que son inquilinos en respectivos lotes de terreno, en su finca inscrita en el Partido de San José, tomo 1224, folios 209 y 210, número 85323, asientos 1 y 9, que es terreno de cafetal y árboles frutales, sito en San Pedro de Montes de Oca, distrito Primero del Cantón décimo quinto de esta Provincia.  Estoy informada de que la demanda de desahucio de la Sucesión aludida prosperó en contra de los demandados y la actora consiguió que el Tribunal de la Alcaldía Tercera Civil enviara a la Dirección de la Guardia Civil una nota para que se cumpliera el desalojamiento de los inquilinos mencionados, que son Fernando Fonseca Araya y Álvaro Quirós Quesada.  Yo no tengo nada que ver con las relaciones jurídicas entre los desahuciados y la actora.  Para mí en buena hora que sean desalojados o los fusilen.  Con esto quiero decir que no tengo subordinación a ninguno de los desahuciados. HECHOS: 1) La señora dueña del lote de terreno doña Abigail Cruz Santos celebró conmigo, contrato de arrendamiento de un apartamento que le alquilo por la suma de doscientos colones mensuales, lo que compruebo con el recibo que adjunto suscrito por doña Abigail Cruz Santos, y que me acredita como inquilina de tal apartamento, a que se refiere el recibo de pago de alquiler mencionado. De modo que yo no me opongo en forma alguna ni solicito nada en contra de la resolución judicial del desahucio que perjudica a los demandados.  Como soy una inquilina de doña Abigail completamente ajena a los demandados, pues mi derecho no me viene de tales demandados, sino en forma directa de doña Abigail, y no existe ninguna orden judicial para que yo desaloje el apartamento que le alquilo a doña Abigail, me cabe el derecho de defender mi condición de locataria completamente extraña a la orden de desalojamiento referida. 2) En el cumplimiento de la orden de desalojamiento proveniente del juicio de desahucio en la Alcaldía Tercera Civil, los subalternos del Director de la Guardia Civil, Coronel Marino Donato Magurno, mayor, casado, empleado público, de este domicilio, han llegado a amenazarme con sacar a la calle mis hijitos menores que son nueve, de once años el mayor y pocos meses de nacido el menor, junto con todos mis enseres y mi taller industrial que tengo en mi citado apartamento, por orden del Director de la Guardia Civil quien pretende aumentar la orden judicial para desalojar no solamente a los desahuciados, sino también a mí de mi apartamento que yo le alquilo independientemente a la arrendante, y lo compruebo con el recibo adjunto. 3) Acompaño certificación de la Alcandía Tercera Civil de esta ciudad para comprobar que a mí no se me ha demandado jamás en desahucio alguno, y por lo consiguiente la orden de desalojamiento emanada del Tribunal citado, no puede ampliarse hasta mi apartamento porque se trata de un contrato amparado por la Ley de Inquilinato vigente, que es de orden público.  Se trata de aprovechar la orden de desalojamiento judicial para conquistar el beneficio de echar afuera a un inquilino más, en violación de los artículos 23, 29, 45, 48, 11, 35, 39 de nuestra Constitución Política. Interpongo el presente recurso de amparo contra el Director de la Guardia Civil, por sentirme amenazada de ser lanzada a la calle con mis hijos de mi casa de habitación, que yo habito en virtud del derecho de alquiler que pago a la señora Abigail de Faerron, y que nada tiene que ver con cualquier orden judicial para otros inquilinos, tal como lo dejo probado con la certificación acompañada.”

El señor Director de la Guardia Civil al contestar el informe que al respecto le fue solicitado, manifestó: “El señor Francisco Roldán Poblador, Alcalde Tercero Civil de esta Ciudad, en Oficio No. 36-M del 5 del presente mes y año comunicó al suscrito que en Juicio de Desahucio establecido por la sucesión de Francisco Faerron contra Luis Fernando Fonseca y Álvaro Quirós, se ordenó el desalojo de los demandados del lugar que ocupan en San Pedro de Montes de Oca, conforme se puede ver en Documento marcado con la letra “A” que adjunto.-  Con base en lo anterior comisioné a mis subalternos Sargento Alcibiades Zamora Salas y Cabo Daniel Valverde Cordero, para que efectuaran el desalojo ordenado por el señor Alcalde Tercero Civil, quienes se apersonaron en los locales indicados con el objeto de notificar tal circunstancia a los inquilinos, a fin de otorgarles un plazo de veinticuatro horas para que buscaran donde alojarse, vencido el cual haríamos efectiva la orden.  En los locales mencionados no encontraron a los señores Fonseca y Quirós, sino únicamente a la recurrente señora Campos Araya, a quien se le hizo la notificación referida.  Al apersonarnos al día siguiente al lugar en cuestión, observamos que los locales se encontraban cerrados con candado por fuera, por lo que nos abstuvimos de efectuar el desalojo, y comunicamos esa circunstancia al señor Alcalde.  Como podrán observar los señores Magistrados nuestra actuación en el presente caso se efectuó ajustada al ordenamiento jurídico vigente, especialmente la Constitución Política, y en el procedimiento se observó el más estricto respeto por el derecho ajeno.-   Es obvio decir que no violamos el artículo 11 de la Constitución Política toda vez que no nos hemos arrogado facultades que la Ley no nos concede, ni hemos violado el domicilio u otro recinto privado de la recurrente, y en todo caso teníamos orden de Juez competente para hacerlo, ni restringido el derecho de la señora Campos para comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito y publicarlos sin previa censura, ni la hemos juzgado en forma alguna y hecho sufrir pena determinada, no se ha violado su propiedad, ni obstaculizamos ejercer el Recurso de Hábeas Corpus, derechos que garantizan los artículos 11, 23, 29, 35, 45 y 48 de la Constitución Política que la señora Campos cita como violados.  Rogamos a los señores Magistrados declarar sin lugar el Recurso interpuesto por doña Norma Campos Araya contra el  suscrito, como es de rigor, y no omito manifestarles que estoy en la mayor disposición de aclarar o ampliar los términos de esta nota si lo juzgan conveniente.”

Previa la deliberación correspondiente, se acordó:  declarar sin lugar el recurso de Amparo de que se ha hecho mérito, con  base en las siguientes razones:  El artículo 48 de la Constitución Política establece que el Recurso de Amparo podrá ser ejercitado por cualquier persona contra toda disposición, acto o resolución,  y en general, contra toda acción u omisión que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos que la misma establece en su favor, con excepción del de restricción ilegítima de la libertad, que debe reclamarse mediante el recurso de Hábeas Corpus. Si se examina la actuación del señor Director de la Guardia Civil y de sus subalternos, se llega a la conclusión de que no han violado en contra de la recurrente ninguno de esos derechos, pues dicho funcionario se limitó a tomar las disposiciones pertinentes para cumplir una orden judicial, lo que aún no se ha hecho, y aunque la hubiese ejecutado ninguna violación ni a la Constitución ni a las leyes habría cometido, sino que, por el contrario, se habría ajustado a lo que una y otras disponen.  En efecto, la recurrente expresa: “Yo no tengo nada que ver con las relaciones jurídicas entre los desahuciados y la actora. Para mí en buena hora que sean desalojados o los fusilen…Con esto quiero decir que no tengo subordinación a ninguno de los desahuciados.” (Se refiere a don Fernando Fonseca Araya y Álvaro Quirós Quesada).  Pero lo cierto es que las manifestaciones anteriores son inexactas, pues se comprobó que la gestionante Norma Campos Araya es la esposa de Álvaro Quirós Quesada, contra quien se decretó la orden de desalojamiento, y que ambos conviven en el local que es objeto de desahucio, parte destinada a industria de muebles y otra habitación. Además, aunque la única patente industrial del Cantón de Montes de Oca aparece actualmente a nombre de Norma Campos Araya, es de advertir que hasta el tercer trimestre de mil novecientos sesenta y nueve estuvo registrada a favor de su esposo Álvaro Quirós Quesada, quien fue el demandado en el juicio de desahucio que se resolvió en su contra precisamente en ese mismo mes de noviembre. (El Tribunal ha tenido a la vista tanto la certificación de matrimonio de los citados Norma y Álvaro, como el juicio de desahucio y una certificación de la Municipalidad de Montes de Oca).  De manera que si ambos han disfrutado del local, protegidos por un mismo contrato de arrendamiento, la cuestión de si es la señora Campos y no su marido la que ostenta la calidad de arrendataria, es un punto de que debió discutirse en el juicio de desahucio, mediante la correspondiente excepción; si no se actuó de ese modo, no puede ella ahora invocar esa circunstancia para impedir el desalojo, porque en el fondo lo que está atacando por la vía de amparo, es una resolución judicial, lo cual está expresamente prohibido por el artículo 3, inciso b) de la Ley respectiva. 
